[image: image1.png]N ASOCIACION

ARGENTINA
DE JUSTICIA
s CONSTITUCIONAL






LA DEBIDA OBSERVANCIA DE LOS PRINCIPIOS PARA LA PROTECCIÓN DEL AMBIENTE SANO, COMO JUSTICIA SOCIAL AMBIENTAL EN PRO DE LAS GENERACIONES FUTURAS FRENTE AL CAMBIO CLIMÁTICO.
YULIANA HERRERA MIRANDA DE SOUTO: Abogada colombiana, egresada por la universidad Cooperativa de Colombia, Magister en Ciencia jurídica por la Universidade Estadual do Norte do Paraná, Jacarezinho Brasil, participación en diferentes eventos académicos con temas relacionados a los derechos de la personalidad, dignidad humana, autonomía, privacidad y derecho ambiental. e-mail: yherreramir89@hotmail.com  

RICARDO APARECIDO DE SOUTO: Advogado. Mestrando em Direito (UNIVEM). Especialista em Direito Constitucional Contemporâneo (IDCC). Especialista em Filosofia Política e Jurídica (UEL). Concluiu com êxitos, conceito (A) o crédito em Retórica e Direito Internacional no Mestrado em Direito Internacional (USP-SP). Coordenador da Comissão de Defesa dos Direitos da Pessoa com Deficiência da OAB-Londrina. Ordem dos Advogados do Brasil e estatutário da Universidade Estadual de Londrina.Membro da Asociación Mundial de Justicia Constitucional (AMJC). Membro da Asociación Argentina de Justicia Constitucional (AAJC). Membro do grupo de pesquisa INTERVEPES (UENP). Tem experiência na área de Direito, com ênfase em Direito Constitucional, Internacional, atuando principalmente nos seguintes temas: constitucional, internacional, asilo político, acessibilidade, autonomia e defesa do deficiente, participou como palestrante e conferencista em eventos jurídicos no Brasil e américa latina, com publicações nacionais e internacionais. e-mail: ricardo.soutoadvocacia@gmail.com
Introducción

Conforme las Naciones Unidas
 el Ambiente es "el conjunto de elementos físicos, químicos, biológicos y de factores sociales, capaces de causar efectos directos o indirectos, a corto o largo plazo, sobre los seres vivos y las actividades humanas" es objeto de estudio de muchas de las disciplinas del conocimiento, entre las cuales deben citarse: la biología, la ecología, la química, la geología, la antropología, la medicina, la geografía, la meteorología, la sociología, la psicología, la economía, el urbanismo, la filosofía, el derecho, la ingeniería, la política, es decir, es tan grande su importancia, que no puede quedar por fuera de las áreas de las ciencias exactas, como tampoco de las ciencias humanas. 

A partir de esa definición dada por la ONU, es posible abordar la temática de cambio climático, atendiendo este como resultado de las actividades humanas causadoras de efectos directos e indirectos a corto y largo plazo sobre ese conjunto de elementos físicos, químicos y biológicos que componen lo que conocemos como Ambiente. El cambio climático es un tema que ocupa la atención de la ciencia jurídica, reforzando su estudio desde hace aproximado 27 años con la Convención Marco de las Naciones Unidas sobre el Cambio Climático, realizada el 9 de mayo de 1992 en Nueva York la cual tenía como principal objetivo robustecer concientización publica global sobre las consecuencias y problemáticas relacionadas con el cambio climático. Debiendo a partir de esa Convención medidas reglamentarias enfocadas en prevención, a través de la creación de principios tendientes a direccionar la forma como debían ser desarrolladas las diferentes actividades humanas, a fin de no causar graves alteraciones al Ambiente. 

Si bien, se tiene el derecho a disfrutar de un ambiente sano, del cual puede exigirse del Estado la garantía, también se tiene el deber de garantizar que hacia el futuro otras personas puedan disfrutar de ese mismo derecho. Es así como la justicia social Ambiental debe ser vista, como punto de partida para la protección de las generaciones futuras, las cuales deben ser consideradas como sujetos de derechos que se encuentran en situación vulnerabilidad, frente al aprovechamiento irracional de los recursos naturales y actividades humanas que degradan el Ambiente. Siendo esa garantía de protección del ambiente la que permite que sea erigida constantemente una sociedad justa y equitativa; siendo a partir de esa perspectiva de justicia social ambiental que la Sala de casación Civil de la Corte Suprema de Justicia colombiana, mediante sentencia STC4360-2018, decide tutelar el derecho a un ambiente sano de las generaciones futuras. 

Para el desenvolvimiento del presente estudio, que pretende analizar la importancia de observación de los principios orientadores para la protección de un Ambiente sano, como forma de justicia social ambiental en pro de las generaciones futuras para hacer frente al cambio climático.

1. Medioambiente, el cambio climático y sus efectos hacia el futuro

En el presente acápite se pretende estudiar conceptos esenciales para profundizar en la temática aquí propuesta, siendo necesario relatar brevemente el contexto histórico jurídico sobre medio ambiente y cambio climático, y hacer una relación de los conceptos de medioambiente y cambio climático con las futuras generaciones, con la de finalidad analizar y reflexionar sobre la necesidad de la activación de mecanismos jurídicos que permitan conservar el equilibrio Ambiental, para que, tanto las generaciones actuales, como las futuras, puedan disfrutar de la protección del derecho humano y fundamental a un ambiente sano.

El medio ambiente conforme explica Mario Damián (2009, p. 1) está compuesto por un espacio físico donde los seres desarrollan su vida, rodeado por otros organismos. Los factores bióticos y abióticos interactúan entre sí generando un lugar propio y es ese espacio el que se denomina ambiente. Siendo así, debe ser considerado el medioambiente como un conjunto de elementos capaces de causar efectos sobre los seres vivos y sus actividades, razón por la cual la ONU decidió utilizar la expresión de “medio humano”
. 

Desde 1972 la ONU refleja la importancia del medioambiente y su relacionamiento con el hombre manifestando que el ser humano es al mismo tiempo obra y artífice del medio que lo rodea, que es el que le da el sustento material brindándole la oportunidad de desenvolverse intelectual, moral, social y espiritualmente; sin embargo ese desenvolvimiento del ser humano ha llegado a un nivel acelerado que gracias a la ciencia y tecnología le ha dado el poder de transformar de formas infinitas el medioambiente. 

Y es precisamente ese poder de transformación del espacio físico donde el ser humano se desenvuelve que debe ser diferenciado, entre poder de transformación que lleve a todos a un bienestar general, donde se ofrezcan oportunidades de disfrute de derechos, del de la utilización errónea de ese poder de transformación para el beneficio individual, causador de daños irreparables para el ser humano y los demás organismos naturales y sus habitas.

La preocupación de la situación de materialización del derecho a disfrutar de un medio ambiente sano actualmente, debe ser de igual importancia respecto a la vulnerabilidad del derecho a disfrutar de un medioambiente sano en que se encuentran las generaciones futuras. Desde el 1972, la ciencia jurídica comenzó desde el contexto internacional a reglamentar y buscar formas que permitan la constante materialización de ese derecho con proyecciones hacia el futuro, buscando comprometer los Estados para trabajar de forma sinérgica en pro del medioambiente sano, pues fue en ese año que se realizó en Estocolmo la Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Medio Humano, convirtiendo el tema de medio ambiente en un asunto de interés y relevancia internacional.

En esa Conferencia fue establecido un plan de acción para el medio humano resumido en tres aspectos esenciales: I- la evaluación del medio, consistente en: evaluar, revisar, investigar, vigilar e intercambiar información. II- Ordenación del medio: fijación de objetivos, planificación, consultas y acuerdos internacionales y III- medidas internacionales: educación y capacitación, información pública, organización financiera y cooperación técnica; además del plan fueron generadas recomendaciones a los países para seguir la acción en el plano internacional, dentro de las cuales cabe resaltar la recomendación 74, elaborar planes internacionales para evaluar la posible repercusión de contaminantes o productos específicos sobre el medio a fin de analizar todos los tipos de efectos a corto y a largo plazo. 

A partir de 1972 comenzaron los trabajos a escala internacional sobre medio ambiente, desenvolviendo diferentes Conferencias, como la Conferencia de Toronto 1988, siendo la primera en preocuparse con el clima, creando el grupo de trabajo Intergubernamental sobre las mudanzas del cambio climático; la Conferencia de Ginebra 1990, donde se discutió la necesidad de creación de un tratado internacional sobre el clima; la Conferencia en Río de Janeiro 1992, considerada una de las mayores y más importantes Conferencias de la ONU en materia ambiental, donde fue creada la convención cuadro de la ONU sobre el medio ambiente, creando la Convención de Biodiversidad. Posteriormente fue realizada la Convención de Berlín 1995, donde fueron hechas las primeras negociaciones de objetivos para la reducción de gases, siendo que fue en 1997 que se realizó la Conferencia en Tokio, de la cual surgió el Protocolo de Tokio y en 1998 que se decidió en Argentina como seria la implementación de ese protocolo, el cual fue conocido como “El plan de acción de Buenos Aires”.
El protocolo de Kioto tuvo básicamente como finalidad que los países desarrollados e industrializados se comprometieran a reducir la emisión de gases que empeoraban el efecto invernadero, como medida para frenar o reducir los impactos negativos causados por el calentamiento global y cambio climático, a la vez buscaban establecer formas de desenvolvimiento económico sustentable que no afectaran negativamente el medio ambiente. Pues, resultaba inquietante como a escala global en el afán de desenvolvimiento económico, junto con el poder de transformación del ser humano, se había venido transmutando de forma drástica el espacio físico donde se desarrolla, con consecuencias lamentables para el entorno,  como contaminación del agua, el aire, la tierra, y extinción de algunas especies; causando grandes trastornos del equilibrio ecológico de la biosfera; destrucción y agotamiento de recursos insustituibles y graves deficiencias, nocivas para la salud física, mental y social del hombre, conforme manifestó la ONU desde 1972, siendo precisamente esa alteración del equilibrio ecológico lo que generó que se presentara el fenómeno natural de cambio climático y las diferentes repercusiones negativas que de él derivan.

Cuando se trata de definir el cambio climático, el Centro Internacional para la Investigación del Fenómeno del Niño –CIIFEN (2003), nos aproxima a un concepto entendible del asunto, manifestando que de acuerdo a la Convención Marco sobre Cambio Climático-CMCC este se entiende como un cambio de clima atribuido directa o indirectamente a la actividad humana que altera la composición de la atmósfera mundial y que se suma a la variabilidad natural del clima observada durante periodos de tiempo comparables. El cambio climático en parte es producido por el incremento de las emisiones de gases de Efecto Invernadero
, que provoca un fenómeno que genera un comportamiento anormal del clima que no es temporal, sino permanente, el cual puede ser verificado en el tiempo revisando datos climáticos. 

Ese fenómeno anormal del clima puede causar aumento o disminución excesiva de la temperatura afectando el equilibrio ecológico; las principales causas de dicha alteración son generadas por algunas de las actividades humanas, como la deforestación, minería, el uso de agua para actividades ganaderas o agrícolas, emisiones de gases industriales, vehiculares, entre otros y la expansión urbana descontrolada, causando efectos lamentables a corto plazo como incendios, enfermedades, inundaciones, deslizamientos de tierra, deshielo, y a largo plazo puede traer consecuencias mucho más graves como la reducción de expectativa de vida del ser humano y demás seres vivos.

 Conforme estudios publicados por la Proceedings of the National Academy of Sciences of the United States of America, se examinó los efectos a largo plazo del cambio climático en la esperanza de vida, revelando que las altas temperaturas como olas de calor inciden en el aumento de las tasas de mortalidad del ser humano.  Dentro de los efectos se suman la migración de especies marinas y acuáticas que buscan adaptarse a los cambios bruscos de clima y el incremento de la tasa de extinción de todas las especies, el cambio de los sistemas hidrológicos que influyen tanto en la calidad como cantidad de agua, situaciones que terminan causando grande impacto negativo en las condiciones de vida del ser humano y demás seres vivos. 

Manifiesta Graciela Binimelis de Raga (2010 p. 35) que conforme la Cuarta evaluación del cambio climático realizada por el Panel Intergubernamental para Cambio Climático- IPCC
  concluyeron que son las actividades humanas las que han modificado el clima, tanto la atmósfera como el océano se han calentado, la mayoría de los glaciares en el planeta han disminuido y el nivel del mar ha aumentado desde que existen mediciones a nivel global. Todas estas observaciones están directamente relacionadas con la presencia de los gases y partículas que los humanos han introducido al sistema, con industrias, vehículos, al talar bosques y al cambiar el uso de suelo para tener grandes extensiones sembradas. Los niveles de confianza de los resultados permiten concluir que son estas actividades las que han causado los cambios que se observan tanto a nivel global como a escala regional.

Es a partir de las causas y consecuencias del cambio climático, que se pretende analizar y reflexionar respecto del derecho a disfrutar de un Ambiente sano como derecho imprescindible en el presente, sin olvidar su proyección hacia el futuro, garantizando que la preservación de ese mismo ambiente que hoy permite nuestro desenvolvimiento sea aprovechado por las nuevas generaciones de seres humanos y especies; partiendo de la actual preocupación de que las generaciones futuras indudablemente se encuentran en una situación de vulnerabilidad de sus derechos a disfrutar de un medioambiente sano, por el aprovechamiento irracional que actualmente se hace de los recursos naturales. 

2. Principios orientadores para la protección del medio ambiente y los derechos de las generaciones futuras.

Desde la Convención de Estocolmo fueron establecidos algunos principios generales que servirían como parámetros de orientación para conservar el medio ambiente libre de agentes contaminantes, a través de disposiciones legislativas internas en los países ratificadores, principios que abrirían paso a la constitucionalización del medio ambiente como un derecho fundamental de carácter colectivo que garantizara y estableciera la forma como los seres humanos debían relacionarse con el medioambiente y hacer uso de los recursos naturales, tal como aconteció con la Constitución Federal de Brasil de 1988 y la Constitución Colombiana de 1991. 

El tema de principios en materia ambiental resulto ser muy esencial, hasta mismo para la construcción de lo que hoy conocemos como derecho ambiental. Los principios, conforme explica Robert Alexy
 son normas que ordenan que algo sea realizado en la mayor medida dentro de las posibilidades jurídicas y fácticas existentes, siendo por tanto, mandatos de optimización que se caracterizan por poder ser satisfechos en grados variados por el hecho de que su satisfacción no depende solamente de las posibilidades fácticas, sino que también depende de las posibilidades jurídicas. 

Los principios establecidos por la Declaración de Estocolmo (1972) estipulan el reconocimiento del derecho al medioambiente, tal como establece el principio 1:

El hombre tiene el derecho fundamental a la libertad, La igualdad y el disfrute de condiciones de vida adecuadas en un medio de calidad tal que le permita llevar una vida digna y gozar de bienestar, y tiene la solemne obligación de proteger y mejorar el medio para las generaciones presentes y futuras. (…)

Como se observa en el principio en mención, cuando hace referencia a que el ser humano tiene derecho de igualdad y disfrute de condiciones de vida digna, en un medioambiente sano, ese principio establece, lo que se conoce como justicia social ambiental, como un derecho que por su esencialidad debe transcender en el tiempo, haciendo posible que tanto en el presente como en el futuro las personas puedan seguir usufructuando esos derechos, lo que exige el establecimiento de obligaciones que permitan hacer uso racional y sustentable de los recursos naturales. 

El principio 2, de la convención de Estocolmo (1972) reitera la obligación de proteger el medioambiente como condición de ejercicio del derecho:

Los recursos naturales de la Tierra, incluidos el aire, el agua, la tierra, la flora y la fauna y especialmente muestras representativas de los ecosistemas naturales, deben preservarse en beneficio de las generaciones presentes y futuras mediante una cuidadosa planificación u ordenación, según convenga. 

La preservación de los recursos naturales renovables y no renovables es la mayor preocupación que desde entonces en el derecho ambiental se ha venido trabajando, buscando sintonizar o armonizar preservación del medioambiente con desarrollo económico y este último, conforme  Piovesan
, se encuentra establecido en tres dimensiones, siendo la primera la participación como componente democrático que oriente la formulación de políticas públicas transparentes; el segundo componente se refiere a la protección de las necesidades básicas de justicia social conforme la Declaración de derecho al Desarrollo (1986)
 que establece que el ser humano es el sujeto central del desarrollo y debe ser parte activa, participante y beneficiario del derecho al desenvolvimiento y, como tercera dimensión, la necesidad de adopción de programas y políticas nacionales como de cooperación internacional. 

El principio 2 establece el deber de cuidado de los recursos naturales, eso en relación al desarrollo económico impone a los gobiernos la creación de políticas públicas que permitan que los recursos sean explorados e utilizados de forma racional, debiéndose mitigar en la mayor medida posible la producción de agentes contaminantes del agua, de la tierra, del aire. Aunque actualmente se tienen en países como Brasil y Colombia normatividades y políticas públicas aparentemente eficientes, los impactos ambientales generados recientemente por la minería y proyectos hidroeléctricos sobrepasan cualquier entendimiento sobre deber de cuidado del medio ambiente. 

Es de enfatizar que en materia ambiental como derecho de las generaciones presentes y futuras, se debe trabajar siempre sobre la prevención para la no contaminación o agotamiento de recursos en el proceso de desarrollo económico que resulta necesario.  El desenvolvimiento económico siempre debe tener como finalidad el beneficio del ser humano como bienestar social, no pudiéndose hablar de desenvolvimiento económico sin los componentes de uso racional, del ser humano como beneficiario y la cooperación entre países, que resulta extremamente necesario en materia de justicia social internacional. 

 Dentro de los principios enunciados por Declaración de Estocolmo, es importante destacar para el desenvolvimiento del presente estudio el principio 5 que consagro: 

Los recursos no renovables de la tierra deben emplearse de forma que se evite el peligro de su futuro agotamiento y se asegure que toda la humanidad comparte los beneficios de tal empleo.

Este principio consagra la necesidad de la justicia social en materia de igualdad entre los seres humanos de las generaciones presentes, y de éstos, con las generaciones futuras, en este sentido, la igualdad del derecho al aprovechamiento de los recursos naturales no renovables se predica en relación con sujetos de derechos proyectados al futuro y que la actualidad se vislumbran como seres abstractos; debiendo el derecho a disfrutar de un medioambiente sano, como derecho humano, mantenerse en el tiempo y espacio con las debidas evoluciones que los contextos exigen para conservar su vigencia y a su vez exigiendo el deber de uso racional. 

La estipulación de los principios consagrados por la Convención de Estocolmo en relación a la justicia social, resultó absolutamente necesaria a fin de buscar mitigar y prevenir los daños ambientales y las consecuencias generadas, como, el cambio climático, pues como indicó Piovesan
, el Consejo de Derechos Humanos de la ONU reconoció que las transformaciones ambientales tienen un impacto en la efectivización de derechos humanos directa e indirectamente, siendo los grupos más vulnerables el albo preferencial; debido a que la mayoría de los problemas ambientales de los países en desenvolvimiento están relacionados a la pobreza y exclusión social y en los países desenvueltos la mayoría de los problemas ambientales se relacionan directamente con la industrialización y desenvolvimiento tecnológico. 

El tema de la cooperación para el desarrollo económico y de las políticas públicas para prevenir y mitigar la contaminación y agotamiento de recursos son esenciales, pues, como indica Piovesan en sus seguidas explicaciones, los daños ambientales no solo trascienden espacios sino que también el tiempo, por ejemplo la contaminación marítima por derrame de aceite puede expandirse por aguas territoriales de diferentes países afectando varias comunidades; pudiendo esos daños ambientales generar efectos en el presente y en el futuro, no existiendo forma de prevenir el impacto temporal, siendo por esa razón que el derecho ambiental exige un pacto entre las presentes y futuras generaciones y la cooperación entre países, fomentando la noción de desarrollo sustentable, como aquel que atiende las necesidades del presente, sin comprometer la capacidad de las futuras generaciones que atenderán sus propias necesidades.  

El establecimiento de principios de derecho ambiental, en países como Colombia, ha permitido un gran desenvolvimiento normativo y doctrinario, aunque con grandes falencias en la praxis, en cuanto a concesión de licencias ambientales y fiscalización, trayendo como ejemplo uno de los recientes y mayores desastres ambientales y sociales en Colombia causados por el proyecto de la Hidroeléctrica de Ituango que pretende suministrar el 17% de la energía eléctrica a Colombia, que después de diferentes fallas en la construcción y sin planes de contingencia, generaron inundaciones, desplazamiento forzado de innúmeras familias, la pérdida de nivel de agua de uno de los ríos más importantes en Colombia, como es el río Cauca, la muerte de peces y la transformación negativa de ecosistemas y destrucción de habitas naturales; desastre que obviamente tendrá su repercusión a corto y largo plazo. 

Ese tipo de mega problemáticas, por así decirlo, son las que nos hacen reflexionar respecto de si realmente, ¿se tiene clara la concepción de desarrollo sostenible y justicia social ambiental por parte del Poder Ejecutivo? y ¿Se tienen en cuenta los derechos de las futuras generaciones cuando se conceden licencias y concesiones para explotación de recursos naturales renovables y no renovables? Por su parte, en materia de derechos de las generaciones futuras el poder judicial ha venido presentando avances en protección de sus derechos, exigiendo del Ejecutivo mayor efectividad en la formulación y aplicación de políticas públicas de control ambiental. 

3. Sentencia STC4360-2018 la Sala de casación Civil de la Corte Suprema de Justicia colombiana y la justicia social ambiental. 

La reciente sentencia STC-4360-2018, es un precedente establecido por la Sala de casación Civil de la Corte Suprema de Justicia colombiana, en relación a protección de derechos al medio ambiente; razón por la cual, se pretende en este tópico exponer el contexto y apartes más relevantes de la referida sentencia, destacándose que no se trata de una sentencia más y sí de una sentencia con una grande carga de reflexión en materia de protección de derechos ambientales de las generaciones futuras. 

La sentencia STC-4360-2018, fue el resultado de una acción de tutela que se encontraba en segunda instancia en la Corte Suprema, la cual fue interpuesta por un grupo de 25 niños, niñas, adolescentes y jóvenes adultos en contra de la Presidencia de la República de Colombia, del Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible y de Agricultura y Desarrollo Rural, de la Unidad Administrativa Especial de Parques Nacionales Naturales, de la Gobernación de Amazonas, de la Gobernación de Caquetá, de la Gobernación de Guainía, de la Gobernación de Guaviare, de la Gobernación de Putumayo y de la Gobernación de Vaupés

Con base en la Ley 1551 de 2012 art. 3, el Tratado de Cooperación Amazónica, la Convención Marco sobre el Cambio Climático de París 2015, el Pacto Internacional de Derechos Económicos Sociales y Culturales de 1966 art. 12, la Convención sobre la Prohibición de Utilizar Técnicas de Modificación Ambiental con Fines Militares u otros fines Hostiles de 1976, el Protocolo I Adicional a los Convenios de Ginebra, la Declaración de Estocolmo de 1972 y la Constitución Política de Colombia, se buscaba resolver los problemas jurídicos a citar:

1- ¿Existe un nexo causal entre el cambio climático generado por la deforestación progresiva, generada por la expansión de la frontera agrícola, los narcocultivos, la minería y la tala ilícitas, con los supuestos efectos negativos en la salud de las personas residentes en el territorio colombiano? 2- ¿La degradación incontrolada de los bosques selváticos, menoscaba directamente los derechos a la vida digna, al agua y a la alimentación de los accionantes?, Y en concreto 3- ¿La deforestación actual que se representa en el territorio amazónico colombiano, comprendido, específicamente, en los municipios de San Vicente del Caguán, Cartagena del Chairá, San José del Guaviare, Calamar, La Macarena, Puerto Leguízamo, Solano, Uribe, El Retorno, Puerto Guzmán, Puerto Rico, Miraflores, Florencia y Vistahermosa; vulnera las prerrogativas a la vida, a la salud y al medio ambiente sano de los accionantes?

Los derechos que solicitaban fueran amparados, eran el derecho a gozar de un ambiente sano, de condiciones de vida y salud digna, ante la amenaza y degradación del ambiente generada por la deforestación de la selva amazónica colombiana. Decidiendo la Corte entrar a analizar el derecho al medio ambiente sano en relación con los Fenómenos que amenazan la existencia del ser humano, con la humanidad como principal responsable del deterioro medio ambiente, con la necesidad de una transición de una visión meramente antropocéntrica a una ecocéntrica antrópica,  con el deber de la judicatura de propender por el reconocimiento efectivo de los derechos que originalmente se orientan a la protección de intereses colectivos, cuando buscan la defensa de los derechos esenciales de la persona, con el respeto por el otro como límite a los preceptos supra legales como una característica del Estado constitucional. 

Para la resolución del problema jurídico y fundamentar la decisión, la Corte decidió comenzar por el estudio y el análisis del principio de solidaridad como esencia principal sobre la cual se asienta el valor intrínseco del ambiente, aceptando que la solidaridad impulsa a ampliar el círculo del nosotros, debiendo asumir nuestras responsabilidades y el cumplimiento de deberes. Cuestionando y respondiendo respecto el asunto la Corte
 expresó: 

“Pero, ¿quiénes son estos otros frente a los que debemos responder?, ¿quiénes son los afectados por nuestras decisiones? (…) [E]s interesante señalar que cuando hablamos de la inclusión de los otros, (…) no puede eludirse la dimensión temporal del discurso, una dimensión que lo proyecta en el tiempo. Y es que la solidaridad no sólo tiene sentido en nuestras coordenadas espacio-temporales, sino que se hace extensible también a las generaciones futuras. Es a esto a lo que nos referimos cuando empleamos el término solidaridad diacrónica, por oposición a la solidaridad sincrónica, o cuando afirmamos que hay que considerar a todos los afectados por las decisiones que adoptamos aquí y ahora. O sea, que las cuestiones que parecen abrirse con la consagración de la solidaridad no sólo se conectan con hacerse cargo, con responsabilizarse de la inclusión del otro, sino también con la problemática que plante la protección de las generaciones futuras, la responsabilidad de las generaciones actuales frente a ellas y la imposición de ciertos deberes en su favor (…)”. 

Es a partir del raciocinio reflexivo de los cuestionamientos efectuados, que la Corte explica, que el deber que envuelve el uso del derecho a un ambiente sano y aprovechamiento de recursos naturales, es una forma de inclusión de los otros, que se amplía en el tiempo, es decir, que se extiende a las generaciones futuras, siendo la solidaridad la única capaz de resistir a espacio y tiempo, y permitir que el derecho a la igualdad, en cuanto a igual uso y disfrute de derechos ambientales sea la más pura forma de justicia social para con las futuras generaciones. 

En ese sentido, indica la Corte, que los derechos ambientales de las futuras generaciones se establecen tanto en el deber ético de la solidaridad de la especie como en el valor intrínseco de la naturaleza. Siendo por tanto, la fundamentación de la obligación de solidaridad humana con la naturaleza la que constituye el contenido esencial de “los verdaderos valores que diariamente le facilitan la vida”, tanto en su dimensión presente como futura, presentándose así una relación jurídica obligatoria de los derechos ambientales de las generaciones futuras, como la prestación de “no-hacer”, cuyo efecto se traduce en una limitación de la libertad de acción de las generaciones presentes junto con el compromiso de cuidado ambiental y del mundo humano futuro.

El principio de la solidaridad para con las generaciones futuras resulta supremamente importante en materia ambiental, pues, la solidaridad como valor viene a desenvolver todo un raciocinio ético que estimula el bienestar general y social de todos los seres humanos que liga este nuestro presente con el que está por venir; y como principio la solidaridad nos orienta y nos traza la forma como debe ser usado ese derecho, perpetuando la igualdad en el tiempo, porque ya no se trata más de igualdad de quienes hoy se encuentran aquí en un mismo espacio respirando una misma calidad de aire y si se trata de que este aire que hoy se respira, sea el mismo aire que proporciona una calidad de vida a las futuras generaciones. 

En cuanto a la problemática específica que la Corte se propuso examinar estaba la existencia de un nexo causal entre el cambio climático generado por la reducción progresiva de la cobertura forestal, causada ésta por la expansión de la frontera agrícola, los narco cultivos, la minería y la tala ilícitas, en relación a los efectos negativos en la salud de las personas que residen en el territorio colombiano. Examen que permitiría establecer, si, por la degradación incontrolada de los bosques selváticos se vulneraban de forma directa los derechos a la vida digna, al agua y a la alimentación de los accionantes. 

Con base en las pruebas estadísticas sobre deforestación allegadas al expediente, se demostraba que la deforestación en la región Amazónica se había incrementado en 2 años a un 44%, pasando de 56.952 a 70.074 hectáreas perjudicadas, teniendo como causas principales la apropiación ilegal de tierras, los cultivos de uso ilícito, la extracción ilegal de yacimientos minerales, las obras de infraestructura, los cultivos agroindustriales; y la extracción punible de maderas; indudablemente manifiesta la Corte que esas estadísticas proyectan una problemática que genera impactos negativos a corto, mediano y largo plazo y que vulneran los derechos de los accionantes, como también los de todos los colombianos en general, pues el aumento de dióxido de carbono hacia la atmósfera produce el efecto invernadero que trae consigo la alteración de recursos hídricos entre otras problemáticas.

La situación actual de la deforestación amazónica conforme la Corte se encuentra totalmente opuesta al principio jurídico ambiental de la precaución, equidad intergeneracional y solidaridad. ¿Puede hablarse entonces de vulneración del principio de equidad intergeneracional? Al respecto la Corte explicó que la transgresión de este principio es obvia puesto, que conforme informes científicos sobre pronóstico del clima, se estipula que para el año 2041, la temperatura aumente en 1.6º y en el 2071 hasta 2.14º, fenómeno que repercutirá directamente en las futuras generaciones y que solo puede ser frenado con la reducción de la tasa de forestación a cero, el cual podría ser posible si con base en el principio de solidaridad el Estado colombiano asume eficientemente el deber de detener las causas que provocan emisiones de Gases Efecto Invernadero.

Las exigencias para frenar esa situación y en las cuales Corte hizo gran énfasis, consiste en que las autoridades deben responder de forma eficaz a esos cuestionamientos que tanto preocupan, a través de la adopción de medidas correctivas y paliativas para frenar la deforestación y contaminación de la selva amazónica, con la siembra desmedida de cultivos ilícitos, la minería ilegal, impedir y mitigar los incendios forestales, la deforestación, y la expansión no racional de la frontera agrícola, la ganadería a gran escala; medidas que resultaría eficientes para hacer frente al cambio climático; pues quedó evidenciado conforme la Corte que las autoridades ambientales no están cumpliendo sus funciones de evaluar, controlar y monitorear los recursos naturales y de imponer y ejecutar las sanciones en caso de que se presente una violación de normas de protección ambiental en su competencia.

Ordenando así, la Corte a la presidencia de la República, al Ministerio de Ambiente y Desarrollo Sostenible, y a la Cartera de Agricultura y Desarrollo Rural para que, de forma coordinada junto con los sectores del Sistema Nacional Ambiental, los accionantes, las comunidades afectadas y la población interesada en general, formularan un plan de acción de corto, mediano y largo plazo, contra la tasa de deforestación en la Amazonía, para hacer frente a los efectos del cambio climático.

4. El contexto actual brasilero en materia ambiental y cambio climático

En el año 1988 se decidió consagrar en el texto constitucional de forma más amplia el tema de medio ambiente dedicándole un capítulo especial, lo que llevó a catalogar la nueva Constitución como la Constitución verde; pues además de la consagración del derecho a un ambiente sano, y el uso racional de los recursos, se consagraron los deberes de protección del medio ambiente y la preservación de la floresta, fauna y flora por parte del Estado, estableciéndose principios acordes con la Convención de Estocolmo, como el principio de preservación, de restauración, de protección, de prohibición, de prevención, de control, de educación, de sanción y de  restricción.

El derecho al medio ambiente comenta Pedra
, pasa a ser reconocido como derecho de tercera generación, como bien jurídico de toda una colectividad, que con su escasez o desaparecimiento causaría grave perjuicio; siendo por tanto los derechos de tercera generación, existentes en pro de la humanidad, destinados a la protección del género humano, consagrando así el principio de la solidaridad. La equidad intergeneracional y de justicia social ambiental se derivan precisamente de la consagración de ese principio, como bien manifiesta Pilati
, el medio ambiente fue consagrado como bien común del pueblo, perteneciente a toda la comunidad como bien incorpóreo, supraindividual, indisponible, indivisible, intergeneracional, y no susceptible de apropiación exclusiva.

Si bien se tiene todo un desarrollo normativo constitucional e infra constitucional en materia ambiental, en la praxis se presentan grandes deficiencias y falencias en el tema de control y fiscalización de actividades económicas como la explotación minera; que en pocos años ha venido causando contaminación ambiental en escalas inimaginables. Innegablemente  Brasil tiene como una de sus bases económicas fuertes la minería,  lo que ha generado impactos ambientales desastrosos, tal como fue comentado en el  año 2016 en un artículo presentado en Primer Congreso Argentino de Justicia Constitucional
 sobre el acontecimiento de un desastre ambiental con consecuencias devastadoras para la fauna y flora, generado por el rompimiento de la represa en Mariana Minas Gerais; en este año 2019, un poco más de tres años después de aquel acontecimiento, el desastre ambiental se volvió a repetir, esta vez  en la represa de Brumadinho en el Estado de Minas Gerais, causando grandes pérdidas ambientales y humanas.  

¿Por qué aconteció nuevamente un desastre ambiental en Brumadinho, con características parecidas a las ocurridas en el 2015 en Mariana? Tal cuestionamiento irrefutablemente debe ser respondido, que fue por el incumplimiento de las responsabilidades del gobierno de ejercer efectivo control sobre las actividades mineras del cual se lucra; pues como manifestó el jefe de fiscalización de represas de Mina Gerais, desde el año 2016 la represa no era inspeccionada por el gobierno federal.

El Supremo Tribunal Federal ha venido tomando decisiones notorias sobre el tema de explotación minera, resaltándose la decisión
 emitida por la ministra Cármen Lúcia, que suspendió la decisión del Tribunal de Justicia de Minas Gerais que apartaba estudios previstos en decreto municipal el emprendimiento de la Samarco
, es decir, que independientemente de los estudios previstos en decreto municipal, debía otorgarse el licenciamiento ambiental. La ministra fue enfática en indicar que expedir una licencia ambiental sin el debido análisis y conclusión sobre impactos y consecuencias que el emprendimiento de la empresa minera puede causar, pone a toda la colectividad del municipio en situación de riesgo.

Si bien el Supremo Tribunal Federal suspendió aquella decisión que otorgaba permiso para emprender un proyecto de minería sin licencia ambiental, quedó demostrado con el fallo impugnado la fragilidad del derecho al medio ambiente en relación al factor económico y la forma irresponsable con que se vienen manejando las políticas públicas de protección al medio ambiente, sumado a la inaplicabilidad de principios, y a la falta de control sobre actividades mineras que son una amenaza constante de los derechos al medio ambiente sano de las generaciones presentes y futuras.

Consideraciones finales 
El cambio climático es una preocupación que genera intranquilidad en este, nuestro presente, pero que intranquiliza aún más lo que puede deparar a las generaciones futuras, pues, serán quienes padecerán los peores efectos del cambio climático, si no se hace un uso racional de los recursos naturales y se erradican algunas actividades humanas que ponen en riesgo el equilibrio natural. Razón por la cual, es imprescindible hablar de justicia social en materia Ambiental, debiendo ser promovido y garantizado el respeto igualitario de los derechos humanos y fundamentales a un ambiente sano, a la vida, a la salud, la alimentación y el agua, de esta generación con las generaciones futuras.

Es emotivo observar como nuestros niños, niñas y jóvenes desde ya empiezan a manifestarse y exigir por vías jurídicas la protección de sus derechos frente al uso irracional y desproporcionado que actualmente hacemos nosotros los adultos, tal como aconteció en Colombia; lo que exige de nosotros, de forma urgente, la puesta en práctica del principio de solidaridad de esta generación con las futuras.

El tema de justicia social en materia ambiental es supremamente importante pues propende por la protección de las necesidades básicas del ser humano como sujeto central del desarrollo económico como parte activa y beneficiario, debiendo ser garantizada su libertad, igualdad y el disfrute de condiciones de vida digna en un medio de calidad. Resultando fundamental comenzar a pensar que esa justicia social ambiental no solo debe predicarse entre los seres humanos del ahora, sino que exige en una visión más amplia que incluya las futuras generaciones.

El principio de solidaridad ambiental debe estar presente desde las edades tempranas como fundamento de la educación, con la finalidad de concientizar que el derecho que hoy tenemos a disfrutar de un ambiente sano, es el mismo a que tienen derecho las futuras generaciones, debiendo hacer uso y aprovechamiento de los recursos sin dejar de excluir a un grupo generacional futuro de personas que hoy se encuentran vulnerables ante la creciente amenaza del cambio climático generado por las actividades humanas. 

La solidaridad como principio que resiste al tiempo y el espacio resulta ser la forma más efectiva de justicia social de esta nuestra generación para con las futuras generaciones, instaurándose como un deber ético tomar medidas urgentes para frenar el cambio climático; pudiendo incluso desde nuestra propia simplicidad contribuir con la no contaminación y exigiendo de los gobiernos la adopción de medidas correctivas para frenar la deforestación, la minería ilegal y otras formas de contaminación a través de la evaluación, control y monitoriamente efectiva de los recursos naturales. 
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